
Luego de una baja inflación en sep-
tiembre (0,1% de variación mensual), el
mercado espera un importante repunte
en el décimo mes. Y es que la última en-
cuesta del Banco Central indicó que los
operadores financieros elevaron a 0,6%
desde un cálculo anterior de 0,5% sus
estimaciones para la variación mensual
del IPC de octubre.

Antes del sábado 5 de octubre, cuan-
do se publicó el decreto de alza de las
tarifas eléctricas, había incertidumbre
sobre el momento en que comenzaría a
operar el aumento tarifario, explica To-
más Flores, investigador del centro de
estudios LyD.

El alza comienza a operar una vez que
se publica el decreto. Si se hubiera pu-
blicado el 20 de octubre, su mayor inci-
dencia en el IPC se habría dado en no-
viembre y de haberse publicado el 1 de
octubre, habría llevado a un alza de
0,9% en el IPC, estima Flores.

Con la norma legal ya publicada, aho-
ra los operadores apuntan a una varia-
ción mensual de 0,6% en el IPC de octu-
bre, en lugar del 0,5% como habían pro-
yectado en el sondeo del 23 y 24 de sep-
tiembre. De acuerdo a los cálculos del
economista, entre 0,4 y 0,5 puntos por-
centuales estarían ligados al alza de las
tarifas eléctricas.

Para los IPC de noviembre y diciem-
bre, los operadores apuntan a variacio-
nes mensuales de 0,3% y 0%, respecti-
vamente, ya que en los tres últimos me-
ses del año la inflación suele ser más baja
por los productos volátiles, como frutas
y verduras, precisa Flores.

Los encuestados continúan previen-
do una inflación de 3,5% 12 meses ade-
lante y anclada a la meta de 3% dentro
del horizonte de dos años de la política
monetaria.

Previo a la decisión del Consejo del

Banco Central prevista para el jueves 17,
los encuestados mantienen su percep-
ción de un recorte de 25 puntos base en
la tasa de interés de política monetaria
(TPM), quedando en 5,25% y otro de
magnitud similar en diciembre, cerran-
do el año en 5%. 

En la misma línea, el banco de inver-
sión estadounidense Goldman Sachs es-
timó que el Consejo del Banco Central
aplicará un recorte de 25 pb en su TPM.
“Esperamos que el Banco Central cum-
pla con esta trayectoria de corto plazo,
que también está en línea con los precios
del mercado”, dijo la entidad.

La encuesta indicó además que en
enero de 2025 la tasa descendería a
4,75% y a 4,5% en marzo, nivel que
mantendría en abril.

Los operadores ya no anticipan un ni-
vel neutral de 4% en la TPM hacia octu-
bre del próximo año, como estimaban
en el sondeo anterior. La mediana de los
encuestados apunta a una tasa de 4,13%
en octubre de 2026. 

Las previsiones para el tipo de cam-
bio 7 días adelante se sitúan en $925 por
dólar y en $920 por dólar 28 días ade-
lante.

Encuesta del Banco Central:

Operadores suben a 0,6%
estimación de IPC de octubre
a causa de tarifas eléctricas

Cerca de 0,4 puntos porcentuales de la variación
estimada estaría ligada al efecto de esa alza.
LINA CASTAÑEDA

Las concesiones marítimas y
los hallazgos arqueológicos se
han posicionado como dos de los
principales focos de incertidum-
bre para la inversión privada, en
el proceso de obtener los permi-
sos necesarios para desarrollar
nuevos proyectos. Si bien el Go-
bierno ya ha avanzado en una
agenda enfocada en combatir la
“permisología”, uno de los com-
promisos pendientes apuntaba a
reformular estructuralmente es-
tos trámites.

El ministro de Hacienda, Ma-
rio Marcel, aseguró que la agen-
da para modificar ambos trámi-
tes ingresará esta semana al
Congreso, y pretende comple-
mentar la reducción de 30% en
los tiempos de tramitación que
ya se impuso el Ejecutivo con la
Ley Marco de Autorizaciones
Sectoriales y la reforma al Siste-
ma de Evaluación de Impacto
Ambiental. “En el caso de las
concesiones marítimas era, de
todos los permisos, aquel que te-
nía mayores demoras en rela-
ción con los plazos establecidos
en la ley o los reglamentos. Y en
el caso de patrimonio, era donde
había un mayor número de ca-
sos que estaban siendo someti-
dos a evaluación”, detalló Mar-
cel. 

Nuevo Consejo

Más allá de los plazos, el tra-
bajo del Consejo de Monumen-
tos Nacionales (CMN), a cargo
de resguardar el patrimonio, or-
denar excavaciones y medidas
de protección en torno a hallaz-
gos arqueológicos era uno de los
más cuestionados por el sector
privado, a partir de su imprevi-
sibilidad, demora y discreciona-
lidad. En este sentido, las modi-
ficaciones presentan como prin-
cipal medida una reestructura-
ción del CMN, rebautizado
como Consejo de los Patrimo-
nios Culturales, con un mayor
protagonismo de entidades re-
gionales en la toma de decisio-
nes. “Todo lo que tiene que ver
con autorizaciones, interven-
ción, hallazgo, queda anclado a
una competencia técnica dentro
de nuestras direcciones regiona-
les y con plazos también cier-

tos”, aseguró la ministra de Cul-
tura, Carolina Arredondo.

Entre los expertos, valoran es-
ta descentralización, pues según
Óscar Acuña, ex secretario técni-
co del CMN que integra el Con-
sejo Académico de la Universi-
dad Bernardo O’Higgins, en la
actualidad, “aunque el CMN tu-
viera 200 arqueólogos, la situa-
ción seguiría funcionando mal
porque todo llega a resolverse
en la sede central”. Para evitar la
“captura política” de mandos
medios regionales y la diferencia
de criterios, sostiene que “puede
ser necesario establecer un re-
curso jerárquico ante el órgano
central y eso evitaría que la arbi-
trariedad o el capricho se trasla-
den a las regiones”.

Otro foco de esta actualiza-
ción, según la ministra Arredon-

do, apunta a extender el marco
normativo de resguardo de lo
material, el que “se amplía tam-
bién a la protección y reconoci-
miento de lo inmaterial y de los
patrimonios de pueblos origina-
rios y del Pueblo Tribal Afrodes-
cendiente chileno”. En este sen-
tido, Acuña advierte que los
procesos de consulta indígena
han complejizado la situación, y
si bien la solución no es fácil, “los
ciudadanos comunes y corrien-
tes esperan soluciones de conec-
tividad, hospitales y vivienda
ahora y no en 10 años más”. 

Traspaso de funciones

En el caso de las concesiones
marítimas, la principal queja di-
ce relación con los extensos pla-
zos para obtener este tipo de

permisos, y que en la actualidad
pueden tardar —en promedio—
cerca de 4 años. Según los análi-
sis de la Comisión Nacional de
Evaluación y Productividad
(CNEP), parte del problema se
concentra en la complejidad del
permiso, que requiere diversos
trámites y antecedentes como
formularios, informes, planos,
memorias y estudios. 

En esa línea, la iniciativa del
Ejecutivo ingresa indicaciones a
un proyecto impulsado en la se-
gunda administración del ex-
presidente Sebastián Piñera, y
que pretende traspasar este pro-
ceso desde la Subsecretaría de
Fuerzas Armadas al Ministerio
de Bienes Nacionales. “El diag-

nóstico que hay es que un minis-
terio que tiene más competen-
cias en lo territorial es al que le
compete estar a cargo de las con-
cesiones marítimas”, detalló la
titular de la cartera, Marcela
Sandoval, con un plazo concreto
como objetivo: entre un año y un
año y medio de demora, que es el
tiempo que le toma actualmente
el trámite de concesiones simila-
res.

Ronaldo Díaz, consultor en la
materia y exjefe del Departa-
mento de Asuntos Marítimos de
la Subsecretaría de FF.AA., duda
de que esta modificación vaya a
resolver el problema de fondo en
la materia, que es de gestión.
“Aquí el tema no es solamente

gestionar la solicitud de conce-
siones, sino que también es ne-
cesario administrar el borde cos-
tero. ¿Cómo le ha ido a Bienes
Nacionales con la administra-
ción de los terrenos fiscales y los
ocupantes irregulares que hay
en ellos?”, se pregunta. 

Ejecutivo anunció modificaciones legislativas en torno a dos de los símbolos de la burocracia

Permisología: Gobierno plantea cambios
al Consejo de Monumentos y promete
concesiones marítimas en 18 meses

JOAQUÍN AGUILERA R. 

La Moneda apunta a descomprimir el trámite de estas autorizaciones con un traspaso
de atribuciones a reparticiones más enfocadas en los procesos de inversión.

El diagnóstico del Ejecutivo apunta a que el Ministerio de Bienes Naciona-
les tiene competencias más adecuadas para tramitar concesiones marítimas. 
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n Hasta 45 meses de atraso: 
Los “emblemas” del sistema
En los análisis realizados por la Comisión Nacional de Evaluación y

Productividad (CNEP), las concesiones marítimas y los permisos del
Consejo de Monumentos Nacionales (CMN) son de especial compleji-
dad.

Las concesiones se requieren para una amplia gama de proyectos
que operan en el borde costero, como aquellos del sector acuícola, la
actividad portuaria, proyectos turísticos, caletas y plantas desalado-
ras. El diagnóstico CNEP apuntó a este trámite como el que más exce-
día los plazos legales, con un promedio de 34 meses entre 2018 y
2022, y casos específicos de hasta 45 meses.

En el caso del CMN, se trata del tercer organismo que concentra
mayor ingreso de solicitudes (2.781 entre 2018 y 2022), con una gran
proporción de rechazos y revisiones pendientes, especialmente en
aquellos permisos con mayor intensidad de uso, como intervención de
Monumento Histórico o de Zona Típica.

‘‘Autorizaciones,
intervención, hallazgo,
quedan anclados a una
competencia técnica
dentro de nuestras
direcciones regionales”.
................................................................

CAROLINA ARREDONDO,
MINISTRA DE CULTURA

‘‘Aquí el tema no es
solamente gestionar la
solicitud de concesiones,
sino que también es
necesario administrar
el borde costero”.
................................................................

RONALDO DÍAZ,
EXJEFE DEL DEPARTAMENTO DE ASUNTOS
MARÍTIMOS

‘‘Un ministerio que
tiene más competencias
en lo territorial es al que
le compete estar a cargo
de las concesiones
marítimas”.
................................................................

MARCELA SANDOVAL,
MINISTRA DE BIENES NACIONALES

DE
PUÑO 
Y LETRA

La noción de que el CAE representaría costo fiscal
solo en casos aislados de ‘siniestro’ (aquel evento
indeseable con baja probabilidad de ocurrencia), y
que la garantía estatal rebajaría los costos financie-
ros de endeudamiento abriendo el acceso a la edu-
cación superior a vastos sectores medios, terminó
siendo una historia parcialmente verdadera, aunque
también un tanto siniestra, y no necesariamente por
los ‘siniestros’ educacionales.

La deserción y el retraso académico de muchos
estudiantes terminaron haciendo del ‘siniestro’ una
situación más frecuente, incrementando los costos
fiscales ostensiblemente y también un alto nivel de
endeudamiento de quienes utilizaron el sistema.

Aunque el CAE pretendió acotar el riesgo de
endeudar a personas más proclives al ‘siniestro’
(aquellas con baja efectividad de lograr rendimiento
académico adecuado) a través de establecer una
garantía académica que otorgan las instituciones de
educación superior en caso de deserción de los
estudiantes que matriculan, el instrumento no surtió
el efecto buscado. Ello, porque la deserción, ya sea
como resultado de una fracción de los estudiantes
que se cambian de carrera o bien de quienes enfren-
tan sucesivos retrasos académicos, o bien son elimi-
nados de sus carreras, no gatillan la citada garantía
suscrita. ¿La razón? Los estudiantes, por un lapso,
siguen dentro del sistema, incrementando la deuda,
y las instituciones de educación superior, recibiendo
esos recursos.

El sistema generó una aparente no siniestralidad
de ciertos estudiantes que a la larga terminaron
abandonando sus estudios o retrasándose académi-
camente. En el interim, se diluyó ostensiblemente la
responsabilidad de las instituciones de educación
superior de educar a quienes están en condiciones
para concluir exitosamente su experiencia educati-
va. De ese modo, la garantía académica que suscri-
bieron formalmente fue inefectiva y, de paso, el
Estado terminó asumiendo el costo de la deuda
impaga de un conjunto de deudores morosos que ha
sido mucho más amplio de lo que inicialmente se
presupuestó.

No me parece muy edificante sugerir que el CAE
ha generado incentivos perversos en algunas insti-
tuciones de educación superior a sobrematricular
estudiantes. Ellas contaron con pocos incentivos
para verificar si los estudiantes disponían de condi-
ciones apropiadas para rendir académicamente. En
la práctica, no hubo incentivos poderosos para
inhibirse de matricular estudiantes que a la larga
desertarían. 

Algunos podrán sugerir que algo similar pudo
ocurrir en estudiantes que se sabían ‘riesgosos’, y no
se inhibieron de tomar el crédito y estudiar. A mí no
me parece apropiado sindicar como responsables a
quienes buscan mejorar sus posibilidades de vida,
comparado con quienes se dedican a impartir servi-
cios de educación y que cuentan con medios para
discriminar y seleccionar a estudiantes con diferen-
tes propensiones y atributos para los estudios.

Si además del incentivo a sobrematricular agre-
gamos la facultad de algunas instituciones de fijar
libremente sus aranceles, así como el volumen de su
matrícula, además de no estar sujetas a estándares
de transparencia activa y controles diversos como
tienen entidades públicas de educación, no me
extraña que algunas representen disconformidad
con la propuesta del FES. El FES sincera la calidad
de público que de facto ha sido el CAE. En esa
calidad, el proyecto hace bien en poner ciertos
controles parecidos a los de instituciones públicas de
educación superior. Con ello se evita “competencia
desleal” entre instituciones públicas y privadas, y
principalmente establece controles a la fuente que
gatilla las transferencias desde el erario fiscal.

Uno de los mayores desafíos del FES (y gratuidad)
para evitar generar costos indeseables en las insti-
tuciones de educación superior, que cuentan con
incentivos reales de inhibición de sobrematricular, es
que el fisco pague oportunamente. Que el nuevo
sistema contraiga la matrícula entre quienes no se
inhibieron de sobrematricular, no tienen prácticas
razonables de control de costos (por ejemplo, sueldo
de la Sra. Cubillos), o disponen de prácticas de
transparencia exigibles, es esperable y deseable.

Financiamiento público;
sincerando el CAE en el FES 
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“NO ME PARECE MUY EDIFICANTE SUGERIR
QUE EL CAE HA GENERADO INCENTIVOS

PERVERSOS EN ALGUNAS INSTITUCIONES DE
EDUCACIÓN SUPERIOR A SOBREMATRICULAR

ESTUDIANTES”. 

El sábado 5 de octubre se publicó el decre-
to de alza de las tarifas eléctricas. 
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